Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 5 minutos) 
-Dese lectura a los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 


“Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por las señoras Senadoras Margarita 
Percovich y Mónica Xavier y los señores Senadores Alberto Cid y Víctor Vaillant y el señor Presidente 
del Senado Rodolfo Nin Novoa, por el que se instituye la colegiación legal de los profesionales 
universitarios. (Carpeta N* 1294/08 - Distribuido N* 2752/08) 


Proyectos de ley aprobados por la Cámara de Representantes: 


. por el que se designa “Unión Europea' la Escuela N* 95 del departamento de 
Montevideo (Carpeta N* 1295/08 - Distribuido  N* 2753/08). 


. por el que se designa “Tulio Rodríguez Forgues' la Escuela N* 61 de la localidad 
de Arévalo, departamento de Cerro Largo. (Carpeta N* 1301/08 - Distribuido N* 2766/08)” 


-Tenemos que considerar el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo por el que se 
designa “Unión Europea” la escuela N* 95 de Montevideo, que ya pasó por la Cámara de 
Representantes. En este caso, la solicitud proviene de la dirección y el personal de la escuela. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se propone al señor Senador Lorier como Miembro Informante. 


También figura como asunto entrado el proyecto de ley por el que se designa “Tulio 
Rodríguez Forgues” la Escuela N* 61. 


Antes de hacer pasar a los integrantes de la Agrupación Universitaria del Uruguay, quiero 
decir que el proyecto de colegiación que vamos a empezar a considerar es el mismo que en otras 
legislaturas fue presentado por otras asociaciones. Concretamente, este es el mismo proyecto que 
presentó la Asociación de Escribanos del Uruguay junto con la Agrupación Universitaria del Uruguay -el 
señor Senador Cid lo recordará- y la escribana Olano estuvo al frente de esa propuesta. 


Creo que quienes nos van a visitar pertenecen a la Directiva que ya cesó en sus funciones. 
Me llamaron los nuevos integrantes -entre ellos, la escribana Olano- a quienes les manifesté que, como 
ya estaba hecha la invitación, ellos arreglaran con la Directiva saliente para que vinieran algunos de 
sus miembros y si ello no era posible, recibiríamos a la nueva Directiva en otra ocasión. 


En segundo lugar, respecto al proyecto que ellos presentaron, en la Cámara de 
Representantes se nombró una Comisión de Colegiación que, finalmente, nunca se reunió y 
acordamos tratarlo en el Senado -aquí teníamos otras propuestas como las relativas a trabajo social- 
mientras no ingresara el proyecto de ley sobre la reforma educativa. En cuanto al proyecto de ley 
original, introdujimos algunas modificaciones que nos sugirieron los señores Representantes para 
adecuar y modernizar la ley. 


En tercer término, observamos que en el proyecto de ley faltan algunas nuevas profesiones, 
por ejemplo, la licenciatura de Ciencias Políticas y aparecen nombres viejos como el de Asistencia 


Social. De modo que ayer enviamos el proyecto al Rector -porque, obviamente, la Universidad está 
involucrada en esto- para que adecue la lista de profesionales que van a pasar a regirse por esta ley. 
También le manifestamos que si la Universidad entendía que tenía que venir a dar su opinión con 
relación a este proyecto de ley, nos lo hiciera saber de modo de cursarles la invitación correspondiente. 


(Ingresan a Sala los representantes de la Agrupación Universitaria del Uruguay) 


- La Comisión de Educación y Cultura tiene el gusto de recibir a la Agrupación Universitaria 
del Uruguay que, durante tantos años, ha venido luchando por la concreción de una ley de colegiación. 
En este sentido, la Mesa quiere trasmitir a la delegación que nos acompaña, la fuerte voluntad que 
existe en todos los Partidos Políticos para que la ley se haga realidad en este Período. 


Cabe señalar que en el ámbito de la Cámara de Representantes en algún momento se 
planteó crear una Comisión Especial para analizar este tema pero, por diferentes motivos, no se logró 
concretar su tratamiento. En función de ello, se decidió que fuera en la Comisión de Educación y 
Cultura del Senado -que tiene a estudio algunas iniciativas relativas a escuelas y profesiones 
particulares- donde se considerara el marco general de este proyecto de ley. Entonces, como hemos 
recibido algunas propuestas de modificación de parte de los integrantes de la mencionada Comisión 
Especial, nos pareció conveniente oír las opiniones de los representantes de la Agrupación 
Universitaria del Uruguay a este respecto. 


A continuación, quiero decir que hoy nos visitan: el Contador Mario Díaz, Presidente; el 
Ingeniero Miguel Curbelo, Primer Vicepresidente; el Ingeniero Raúl Chiesa, Segundo Vicepresidente; la 
Contadora Stella Lamarque, Tesorera; la Escribana Sara Castro, representante de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay; la Escribana Ana Olano, delegada del Poder Ejecutivo; y el Escribano Vicente 
Cremanti, representante de la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


SEÑOR DÍAZ.- Quiero hacer una aclaración que me parece es muy pertinente. 


En la Agrupación Universitaria del Uruguay recibimos este proyecto de ley la semana 
pasada. En el día de ayer se produjo el cambio de autoridades, por lo que en el Consejo no hubo 
tiempo para el análisis de las propuestas. Entonces, hemos venido a este ámbito para ver cuál es la 
estrategia de trabajo para el futuro, y si hoy se nos requiere alguna opinión, tendremos que pedir un 
plazo para que las nuevas autoridades, junto con el Consejo, puedan analizar los temas. Esa es la 
situación práctica en la que nos encontramos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No hay inconveniente al respecto. De hecho, son muy pocas las 
modificaciones que se han realizado, aunque sí nos gustaría, por lo menos, escuchar su opinión sobre 
la iniciativa. Además, como los tiempos legislativos nos apremian, no queremos demorar mucho. Los 
representantes de la Agrupación Universitaria del Uruguay han vivido la triste experiencia de ver que 
han pasado muchas legislaturas y este proyecto de ley no ha sido aprobado. Sin embargo, creo que las 
condiciones en que -por suerte- hoy se encuentra el país, así como la gran exigencia de nuestros 
profesionales de tener una colegiación -por el tema de la integración en la región y en el mundo- 
indican que este es un momento propicio para aprobar esta iniciativa. Entonces, queremos aprovechar 
los tiempos, teniendo en cuenta que, de resultar aprobada en esta Cámara, después tiene que pasar a 
la otra. Por lo tanto, realmente quisiéramos conocer su opinión sobre la materia lo antes posible. 


SEÑOR DÍAZ.- Pensamos que en quince días ya estaremos en condiciones de trasmitir nuestra 
opinión a los señores Senadores. 


SEÑORA OLANO.- Buenos días a todos. 


Ante todo, quiero señalar que, en su momento, fui delegada del Poder Ejecutivo ante la 
Comisión que se formó en el ámbito de la Cámara de Representantes; por esa razón estoy aquí hoy. 


En el día de ayer mantuve una conversación telefónica con la señora Senadora Percovich, 
quien me puso en conocimiento de la cuestión de las urgencias parlamentarias. Así, con el escribano 
Cremanti -uno de los redactores de este proyecto de ley que data del año 1995, época en que quien 


habla ejerció la presidencia de la Agrupación Universitaria del Uruguay- nos tomamos el atrevimiento 
de empezar a analizar las observaciones. En ese sentido, hemos podido constatar que ellas son de 
corte menor y que tienen que ver con aspectos de redacción, por lo que habría que hacer alguna que 
otra precisión -reitero- menor. 


Por otro lado, el tema de las incumbencias fue suprimido del proyecto de ley y, en ese 
sentido, quizás sería bueno hacer alguna referencia -mínima, aunque fuere- estableciendo, por 
ejemplo, la pertinencia de la competencia de los colegios o del sometimiento a un arbitraje o a una 
conciliación. 


A su vez, aquí hay una novedad, que es el tema del voto obligatorio. Ese es el cambio 
sustantivo que advertimos en las propuestas realizadas por el señor Representante Cánepa. 
Obviamente, se trata de una cuestión de corte filosófico. En ese sentido, debemos decir que, como 
universitarios, estamos padeciendo el voto obligatorio en las elecciones universitarias, a raíz de la Ley 
de Educación del Gobierno de Sanguinetti. Entendemos que no es bueno; si bien van a ser colegios y 
figuras paraestatales, evidentemente son personas de raíz gremial, porque las profesiones 
universitarias en el Uruguay tienen raíz gremial. Por nuestra parte, priorizamos la conciencia gremial 
ante un acto eleccionario. No hacemos cuestión de si el Poder Legislativo resuelve la obligatoriedad del 
voto. Pero, tal como he señalado, este es un tema filosófico, cuya discusión quizás corra por otro 
andarivel. 


Ahora bien, entiendo las razones coyunturales que está viviendo la Agrupación Universitaria 
del Uruguay, con elecciones y nuevas autoridades. Pero adelanto desde ya que, a mi entender, las 
observaciones planteadas no son de fondo, por lo que quizás conversando podamos llegar a un 
acuerdo hoy mismo. En definitiva, salvo los puntos referidos al voto obligatorio y a las incumbencias, lo 
demás es una cuestión meramente formal; por ello entendemos que sería bueno poder avanzar en 
estos temas. 


SEÑORA CASTRO.- Buenos días. Soy la Presidenta de la Asociación de Escribanos del Uruguay y, en 
esta oportunidad, he venido a acompañar a mis colegas, sobre todo al escribano Cremanti -figura 
reconocida en todas las profesiones universitarias- que es una autoridad en este tema y que ha 
estudiado esta iniciativa desde el inicio, razón por la cual realmente la conoce en profundidad. 


Ante todo, declaro que no puedo opinar sobre la iniciativa porque tomé contacto con el texto 
recién en el día de ayer; entonces, dado que pude analizarlo tan sólo de manera muy superficial, no 
quisiera ser tan temeraria de emitir un juicio al respecto. De todos modos, de conversaciones previas 
que hemos mantenido surge que, en este caso, estaríamos hablando de cuestiones formales que se 
podrían subsanar. En ese sentido, considero que la opinión del escribano Cremanti es invalorable en 
este momento, sobre todo por la urgencia que existe en aprobar esta iniciativa. 


SEÑOR CREMANTI.- Buenos días a todos. Por mi parte, digo que he intervenido en la redacción de 
este proyecto de ley de la Agrupación Universitaria, junto con el contador Mario Díaz, quien redactó en 
forma muy ajustada la exposición de motivos. 


Simplemente, quería señalar una circunstancia particular que hace que esta iniciativa de 
colegiación sea aún más importante para el Uruguay. 


En 1998, nuestro país firmó un memorándum de entendimiento con los demás Ministros de 
Educación del MERCOSUR y sus países asociados. La Universidad de la República y las cuatro 
universidades privadas están embarcadas, en este momento, en un proceso de acreditación de títulos 
de carreras universitarias. Cuando aquél memorándum se firmó en 1998, la delegación argentina 
propuso que el alcance de esta acreditación incluyera al ejercicio profesional. Fue así, entonces, que el 
Gobierno uruguayo hizo la reserva de que, como aquí no existía un sistema de colegiación, no se 
podía pensar en una reválida automática de títulos. Por lo tanto, este proceso -que ya lleva diez años 
de aplicación- se limitó a los aspectos académicos. Sin embargo, en la última reunión que se llevó a 
cabo en Brasil a fines del año pasado, se volvió a plantear el tema porque el proceso de acreditación 
se amplió a otras profesiones; en principio se había aplicado solamente a la medicina, a la ingeniería y 
a la agronomía, pero ahora se va a aplicar también a veterinaria, arquitectura, odontología y psicología. 
Luego se planteó nuevamente el tema del alcance; Uruguay tuvo que volver a decir que seguía en la 
misma situación del año 1998 y que todavía no tenía un régimen de colegiación. 


Señalo todo esto porque estamos ante una asimetría notoria a nivel regional. En este 
proceso intervienen no sólo los cuatro países del MERCOSUR, sino también Bolivia y Chile, y en todos 
existen distintos regímenes de colegiación, excepto en Uruguay y en Paraguay. Esto, reitero, produce 
una asimetría notoria. 


Quería señalar este aspecto -que, por cierto, figura en la exposición de motivos- para 
enfatizarlo, porque es una deuda que el Gobierno uruguayo tiene. Cada vez que nos reunimos con los 
países extranjeros, hay que volver a explicar que, lamentablemente, todavía no hemos logrado un 
régimen de colegiación. 


SEÑORA OLANO.- También hay otro hecho superveniente, que es la existencia del GAFISUD y el 
control del narcotráfico. Estas normas imponen a tres profesiones uruguayas -contadores, abogados y 
escribanos- la denuncia ante cualquier sospecha de que nuestros clientes estén transitando en estas 
figuras delictivas. En los países en los que existen colegios, son ellos los que desempeñan esa 
tarea, pero como en Uruguay carecemos de ese organismo  -lamentablemente- se traslada la 
responsabilidad a los profesionales en forma individual. Esto es de muy difícil aplicación, porque se 
está violando el secreto profesional, e implica también un tema de orden filosófico. Por lo tanto, en su 
momento, pudimos detener la ley en ese aspecto. Hoy la Presidencia quiere aprobar esta norma y 
hacernos responsables de este control, por lo que considero que sería sumamente apropiado que se 
aprobara este proyecto de ley ya que, entonces, serían los colegios los encargados de llevar adelante 
la tarea y estaríamos eximidos de la responsabilidad de enfrentarnos a la violación del secreto 
profesional. Si bien esto no figura en los fundamentos -ya que se trata de hechos nuevos- vemos que, 
así como aparece esto hoy, la globalización está llevando a que cada vez se nos trasladen más 
responsabilidades que, ciertamente, bien podrían estar comprendidas en el marco de un colegio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Haría una última pregunta que tiene que ver con lo siguiente. Repasando la 
lista de las profesiones, advierto que faltan algunas y pienso que ello es así, justamente, porque falta 
actualizarla. En particular, hemos solicitado al señor Rector de la Universidad de la República que 
revise cuáles son las nuevas que se agregaron -pienso que debería estar incluida Ciencias Políticas y 
alguna otra técnica que desconozco- y, a la vez, quizás ustedes nos podrían acercar alguna otra 
sugerencia sobre este tema. 


Creo que sería importante que lo antes posible nos enviaran comentarios o tengamos otro 
intercambio para poder seguir avanzando en nuestro trabajo. 


SEÑOR CURBELO.- En primer lugar quiero presentarme, soy licenciado en Geología y Vicepresidente 
de la Agrupación Universitaria del Uruguay. 


Las razones de urgencia que acaba de exponer la señora Presidenta de la Comisión son 
totalmente valederas, pero pediría que entendieran que el plazo de quince días que hemos solicitado 
es razonable porque como autoridades salientes sería poco ético que comprometiéramos, con una 
opinión, a los nuevos directivos que inician sus actividades la semana que viene. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que no hay ningún inconveniente. 


SEÑOR DÍAZ.- Quizás no sea necesario tomarnos los quince días. Creo que por un tema práctico, si 
hay alguna observación, enviaríamos una nota y, si los señores miembros de la Comisión entienden 
que es necesario que tengamos otra reunión, estaríamos a la orden. Esa es la idea que tenemos y ya 
nos comenzaríamos a reunir para analizar este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, estamos de acuerdo. 


En nombre de la Comisión les agradezco muchísimo que hayan concurrido. Como verán hay 
voluntad en el sentido de aprobar el proyecto de ley y queda en manos de ustedes la celeridad que le 
podamos dar a su tratamiento. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Agrupación Universitaria del Uruguay) 


-Ya que contamos con la presencia del señor Senador Cardoso, vamos a aprovechar para 
votar la nominación de una escuela ubicada en el Departamento de Rocha, aunque nos faltan los 


antecedentes de la comunidad docente y de la de padres, etcétera, pero, de todos modos, luego nos 
serán remitidos por la Cámara de Representantes. La Escuela N* 29 de La Coronilla, departamento de 
Rocha, cumple su centenario y se la designaría con el nombre “José Ignacio Uriarte”. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los señores Senadores están de acuerdo se nombraría al Senador Cardoso como 
Miembro Informante. 


(Apoyados) 


(Ingresan a Sala representantes del Colegio de 


Profesionales de la Marina Mercante) 


-En nombre de la Comisión de Educación y Cultura doy la bienvenida a los representantes del 
Colegio de Profesionales de la Marina Mercante, licenciado Jorge Deutsch y licenciado Capitán 
Roberto García, quienes en oportunidad del tratamiento de la Rendición de Cuentas nos habían hecho 
conocer su interés de constituirse como Colegio. En aquel momento nosotros les expresamos que se 
estaba considerando la posibilidad de redactar una ley marco de colegiación. Por ese motivo les hemos 
trasladado el material que está a consideración de la Comisión y queríamos oír su opinión al respecto. 


SEÑOR GARCÍA.- Soy Vicepresidente del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante. 


Lo que nos convoca en el día de hoy, justamente, es el tema de la ley de colegiación 
propuesta. En función de que hemos hecho algunas observaciones al texto presentado, vamos a 
entregar a los señores Senadores copias de, por un lado, la redacción ya corregida y, por otro, de los 
motivos que nos llevan a plantearlas. A su vez, en los documentos que les dejamos se incluye la 
presentación que nosotros hicimos de la propuesta y el proyecto presentados ante el Ministerio de 
Educación y Cultura sobre la creación del Instituto Universitario Marítimo. 


Debo decir que en el proyecto que ustedes nos remitieron hemos encontrado una serie de 
puntos a considerar. En líneas generales, estamos de acuerdo con el tema y el modo en que está 
planteado, concretamente, en cuanto a la creación preceptiva de los Colegios, tal lo que surge en el 
texto del proyecto de ley. No obstante, la iniciativa tiene algunas imprecisiones en cuanto a las 
definiciones como, por ejemplo, consideraciones demasiado extensas o hasta innecesarias. A su vez, 
no entendemos los motivos por los cuales se incluye un determinado listado de profesiones cuando, en 
realidad, lo que se plantea aquí es mucho más amplio. En ese sentido, queda la duda -esto lo 
planteamos en el escrito que les hemos dejado- de si los Colegios que no están en el listado van a ser 
incluidos mediante una ley modificativa o anexa, o por decreto. O sea que hay incertidumbre al 
respecto. Para comprensión de los señores Senadores, aclaro que lo que está marcado en amarillo en 
el documento que les hemos hecho entrega corresponde a lo que nosotros consideramos que se 
debería cambiar. 


Por otro lado, encontramos que los plazos a que se hace referencia en el artículo 4* del 
proyecto de ley son excesivamente extensos para la conformación de Colegios. A nuestro entender, se 
trata de instituciones que están creadas y que la modificación que supone pasar a los que ya están al 
régimen colegiado, no amerita el establecimiento de plazos demasiado largos. En este sentido, 
entonces, introdujimos algunos cambios. 


Por otra parte, hemos definido lo que significa “título profesional”, asunto al que se hace 
mención en el artículo 2? y que consideramos muy importante. Es preciso dejar meridianamente claro 
qué es un título profesional, ya que cuando una ley no es precisa en determinados aspectos, 
habitualmente se recurre a un decreto interpretativo y sabemos que eso puede traer algún 
inconveniente. Decimos nosotros, entonces, que título profesional universitario es aquel de grado 
académico de licenciado o superior otorgado por una entidad competente. Después se define a la 
entidad competente como aquella institución de enseñanza reconocida por el Ministerio de Educación y 
Cultura que otorgue títulos académicos con grado académico de licenciado o superior en la carrera de 
que se trate, cualquiera sea la denominación que se le acuerde. Esto viene a colación porque en el 
listado que tenemos aquí no figuran licenciaturas o profesiones que son impartidas por la Universidad 
de la República. Asimismo, hay institutos dentro de la Universidad que sin tener rango universitario 
superior, otorgan grados de licenciado, como es el caso de los periodistas. Entonces, aunque son 
otorgados por la misma Universidad, no es lo mismo que si se tratara de una Facultad. Por 
consiguiente, creo que eso hay que tratar de adecuarlo a lo que es la realidad actual. 


Debemos aclarar, también, que hemos introducido algunas modificaciones al artículo 5%. En 
este caso sí hemos establecido un plazo de doce meses computados, porque si surge una nueva 
colegiatura o profesión puede resultar necesario un tiempo más prolongado para que pueda 
estructurarse. 


Por otro lado, quiero llamar la atención sobre el artículo 9*, literal H), porque en el original se 
fija una contribución pecuniaria de los profesionales a los respectivos colegios, limitándola a 12 
unidades reajustables por año y, eventualmente, se repartiría de forma que se pagara una unidad 
reajustable mensual de cuota social. Asimismo, se indica que durante los dos primeros años de 
ejercicio, el profesional no deberá pagar cuota, pero tendrá los mismos derechos -por ejemplo al voto- 
que tienen los socios activos que abonan su cuota. Entendemos que eso puede traer varios problemas, 
en primer lugar, porque no estamos hablando de una cuota excesiva. Hay que tener presente, además, 
que no todas las asociaciones tienen el mismo nivel económico y tampoco están en igualdad de 
condiciones con respecto a la cantidad de asociados. Entonces, una imposición de esta naturaleza 
para una colegiación que tiene 5.000 miembros y 50 de ellos no pagan, no es lo mismo que si en una 
de 100 integrantes hay 20 que no pagan. En ese caso, la diferencia es muy notoria, y no hay que 
olvidar que el plazo es de dos años, es decir, excesivamente largo. Esto va en contra de lo que es 
normal en todo tipo de asociación civil, tanto en lo que respecta a la aplicación de la ley como a los 
usos y costumbres, porque según el estatuto de cualquier asociación civil, si en determinado momento 
un asociado no paga su cuota, pierde sus derechos. Entonces, hacer una excepción en este caso, creo 
que no es oportuno. 


A su vez, esto va a provocar dos tipos de distorsiones en el funcionamiento de los Colegiados: 
por un lado, traerá limitaciones económicas que, como ya hemos dicho, pueden resultar muy 
perjudiciales para el funcionamiento del Colegio; y, por otro, puede crear una sensación de 
irresponsabilidad, lo que es negativo para el gremio, porque habrá una masa social que estará 
pagando su cuota y otra que no la pagará y que, sin embargo, tendrá derecho a elegir como si fuese un 
socio activo más. 


Creo que lo que debemos hacer es eliminar esto y dejar que cada asociación se maneje de 
manera independiente, tal como corresponde; fijarlo por ley me parece que está fuera de contexto. 
Cada asociación podrá definir si deja o no socios honorarios, pero la decisión debe quedar en sus 
manos; no debemos generalizarlo. Insisto en que estamos hablando de cuotas muy accesibles, muy 
bajas. 


En cuanto a las Disposiciones Transitorias -artículos 31 al 38, inclusive- quiero señalar que 
en ciertos aspectos coliden con lo que establece la ley, concretamente, con lo expresado en artículos 
anteriores. En el artículo 35 se establece que la Asamblea Representativa Constituyente “Estará 
compuesta a razón de un integrante por cada cincuenta electores habilitados, no pudiendo ser el 
número menos de 50 y superior a 300 integrantes”. Esto genera un problema, porque haciendo 
números, si cada cincuenta asociados se va a elegir a un integrante de la Asamblea Representativa 
Constituyente, pero a su vez se establece que ésta no puede tener menos de cincuenta 
representantes, significa que un Colegio debería tener no menos de dos mil quinientos habilitados para 
votar - no de socios sino de habilitados para votar- cifra que en muchos casos no se va poder 
completar, porque hay profesiones que no cuentan con ese número de personas. 


Es decir que, por un lado, se establece la obligatoriedad de crear los Colegios y, por otro, este 
artículo impide su funcionamiento. Esta es una situación que no tiene razón de ser. Nuestra propuesta 
es que en vez de utilizar números se calcule por porcentaje, o sea, que la Asamblea Representativa 
Constituyente se integre con no menos del 5% ni más del 10% de los asociados habilitados para votar. 
Creo que esta es una solución más equitativa, porque permite que cada asociación pueda manejarse 
de manera más práctica y no tan draconiana. 


El otro punto a considerar entre las Disposiciones Transitorias es la formación de los 
padrones, que se remite a una configuración prácticamente acotada a la Universidad de la República y 
a las Cajas de Profesionales. Proponemos que se hagan en base a los padrones de egresados y 
docentes de los centros de educación -sumados a lo que pueden ser los de la UDELAR y los de las 
Cajas de Profesionales- y los de cualquier otra institución comprendida en los parámetros que explicita 
el proyecto de ley. Como esto no figura, si no está incluido en los padrones de la UDELAR o de las 
Cajas de Profesionales no existen, cuando sabemos que hay muchas profesiones que no figuran en 
ninguna de las dos instituciones. 


Finalmente, se prevé la integración de una Mesa Directiva Provisoria y se establecen sus 
facultades, diciéndose que estará integrada por un Presidente, dos Vicepresidentes, dos Secretarios y 
dos Vocales. Esto va en contra de lo que se especifica y de lo que se exige para la asociación 
profesional. En términos generales, para inscribir una asociación profesional se debe presentar una 
Mesa Directiva conformada por un número impar, con un mínimo de cinco miembros. Creo que el 
sistema planteado no es procedente, porque se plantea una situación transitoria que, de pronto, no se 
adecua a lo que fijan los estatutos y que después deberá ser cambiada. Debería decirse que la Mesa 
Provisoria se conformará de acuerdo con lo que establecen los estatutos -por ejemplo: por un 
Presidente, un Vicepresidente, un Secretario, un Tesorero y un Vocal, como es nuestro caso- para 
evitar los cambios de integración. Entendemos que se trata de una injerencia que excede las 
potestades generales. 


Cada asociación debería regirse dentro del ámbito de sus posibilidades y conveniencias, en el 
marco de la legalidad, por supuesto, pero obviando tanto el no cobro de las cuotas -a lo que ya nos 
referimos- como esto que acabo de mencionar. Creo que es necesario dar un poco de flexibilidad, para 
que la futura ley sea más compacta, sencilla, comprensible y, en definitiva, efectiva. 


Es lo que quería decir y quedo a las órdenes para contestar preguntas de los señores 
Senadores. 


SEÑOR LONG.- Simplemente, quiero manifestar que se han hecho observaciones muy interesantes y 
valiosas que debemos analizar con cuidado, porque nos llevan a meditar sobre varios puntos. 


SEÑOR DEUTSCH.- En mi carácter de Vicepresidente del Colegio, quiero redondear una serie de 
aspectos. 


Queremos que el proyecto de ley por el que se establecen normas que regulan la colegiación 
legal de los profesionales universitarios tenga en cuenta las nuevas profesiones, que seguramente 
tendrán muy pocos afiliados, motivo por el cual hemos recalcado la contradicción existente entre la 
cantidad de representantes y el número de afiliados. Como el artículo no está bien redactado, 
pensamos que podría dar lugar a confusión, pues para alcanzar el mínimo de cincuenta representantes 
debería tener 2.500 afiliados y sabemos que son muy pocas las profesiones que tienen ese número de 
asociados en actividad. 


Queremos recalcar la definición de profesión universitaria que está basada en el Decreto N* 
308 de 1995, en el que se definen los grados académicos. Esto lo consideramos de vital importancia 
porque, incluso, la Universidad tiene carreras como la de Administración -que está dentro de la 
Facultad de Ciencias Económicas- que tiene el grado de técnico universitario pero no de licenciado. 
Hacemos esa precisión porque en el proyecto de ley anterior no estaba claro este aspecto, ya que 
hablaba de profesiones universitarias pero no había una definición clara que dijera qué es un 
profesional universitario. Sobre este tema, hemos tenido una serie de “encontronazos” con la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


De modo que nos parece muy importante definir lo que es un profesional universitario. La 
definición más clara que hemos encontrado -de acuerdo con el Decreto N* 308 de 1995- dice que un 


profesional universitario es una persona que tiene un título de grado académico de licenciado o 
superior. 


Por otro lado, tal como lo expresó el Presidente, Licenciado Deutsch, está el tema de la 
conformación de la Directiva provisoria. Entendemos que no tiene sentido y perfectamente, en forma 
transitoria, se puede resolver esto con la conformación de la Comisión definitiva. Además, se propone 
un número par, lo cual no es lógico. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que habría que buscar la forma de dejar la puerta abierta para poder 
incorporar a las nuevas profesiones. Es cierto que se van generando profesiones nuevas; 
probablemente, cuando se piensa en esto, las profesiones más viejas son las que pesan más. 
Sabemos que la lista está incompleta; de pronto, habría que buscar algún mecanismo para que, si 
aparecen profesiones nuevas con nivel universitario, puedan incorporarse casi automáticamente. 
Obviamente, cuanto más antigua es una profesión, en determinados rubros va a tener un cierto 
volumen. Todo esto tiene que ver con las dimensiones de la población uruguaya que, lamentablemente, 
es muy exigua. Entonces, esto lo tenemos que medir dentro de esos parámetros. 


Me parecen de recibo las observaciones formuladas y estoy de acuerdo con hacer los 
ajustes necesarios de modo que podamos abarcar a todos. 


La definición de profesional universitario es crucial porque es una categoría distinta a otras en 
cuanto a su nivel de estudios; posee un nivel determinado. Puede haber otros niveles que se regirán 
por otras normas. 


Creo que está bien que el artículo 4% no sea taxativo; tendríamos que ver cómo podemos 
ajustar su redacción. En definitiva, sólo habría que hacer algunas pequeñas modificaciones porque el 
contenido de la ley apunta a una regulación -que es la que se está necesitando- para todo tipo de 
profesionales. 


SEÑOR GARCÍA.- Antes que nada, correspondería preguntarnos qué pasa con las nuevas 
profesiones. Justamente, al artículo 5% se le introdujeron algunas modificaciones porque, entre los 
inconvenientes que presentaba el texto original, se otorgaba una potestad excesiva al Poder Ejecutivo, 
pues se hablaba de “profesiones que el Poder Ejecutivo considere que por sus características sean de 
apoyo a la comunidad”, lo que hacía que el concepto fuera muy amplio. 


Debemos aclarar que en el proyecto de ley hay muchas definiciones que aluden a la 
obligatoriedad, pero ello no sería necesario porque en el inciso tercero del artículo 1? se dice: “Toda 
profesión universitaria, o grupo de profesiones universitarias afines, cumplidas las condiciones que se 
determinan, deberá contar con un colegio profesional”, etcétera. Además de que esto está establecido 
de manera preceptiva, hay todo un contexto que no termina de cerrar. Reitero que la expresión 
“deberá” es preceptiva y si más adelante se habla de obligatoriedad, estaría de más porque ya era 
obligatorio por el artículo 1*. 


Por lo tanto, consideramos que el artículo 5% regula una serie de cuestiones que no están 
muy claras. Por ejemplo, el texto original no explica en qué forma se habilitarán los nuevos colegios de 
las nuevas profesiones; esto es, si será por decreto o por ley. Para el caso de que fuera por decreto, 
nos estaríamos enfrentando a un problema por todos conocidos: el decreto no tiene la debida garantía 
procesal, porque puede ser firmado hoy y anulado en el día de mañana. Es claro que no es lo mismo 
un decreto que una ley. 


Establecer luego “si el Poder Ejecutivo considera que esta profesión es de interés 
comunitario”, sería dejarlo librado a una apreciación muy subjetiva. ¿Qué sucedería si el Poder 
Ejecutivo no la considera tal? De hecho, la estaría desconociendo. 


O sea que en torno a la inclusión de estas nuevas profesiones o colegios que se quieran 
formar, existe una gran discrecionalidad que no condice mucho con lo que son las normas de Derecho 
en el Uruguay. 


Ahora bien, si se tiene que hacer por ley, implicaría que cada profesión o colegio debiera 
elaborar su propia legislación para poder incluirse dentro de esta famosa ley-marco -como se le ha 


denominado- lo cual insumiría varios años porque la iniciativa tendría que pasar por las Cámaras para 
su aprobación, etcétera. 


En definitiva, nosotros incluimos a nuestro Colegio en la lista que se detalla en el artículo 4", 
porque entendemos que cumplimos con las condiciones exigidas y, además, porque estamos de 
acuerdo con la colegiación. Pero también sabemos que puede haber gente que, como no lo está o no 
sabe, opte por su no inclusión. De todas maneras, consideramos que se debe seguir un trámite mucho 
más efectivo. 


Por eso se decidió que el artículo 5* expresara que, si con posterioridad a la sanción de la 
presente ley, surgiesen profesiones debidamente habilitadas por sus títulos que cumplan los requisitos 
expuestos en las normas, y debidamente reconocidas por el Ministerio de Educación y Cultura y la 
Universidad de la República, las mismas deberán constituirse como Colegios profesionales. Regirá al 
respecto un plazo de doce meses computado desde su respectiva resolución publicada en el Diario 
Oficial, acreditando la susodicha profesión como incluida en las condiciones que contiene la presente 
ley. O sea que esta iniciativa estaría habilitando a la nueva profesión que surja, pero con la condición 
de que ella deberá constituirse. 


SEÑOR CID.- Las observaciones son absolutamente de recibo. 


Creo que el tema de la incorporación de nuevas profesiones está muy bien desarrollado en el 
artículo 6%, donde se establecen algunos criterios de oficio a solicitud de los graduados o de su entidad 
gremial, si existiera. Por lo tanto, creo que aquí se abre un espectro bastante extenso de posibilidades 
de incorporación que va en la misma línea de lo que se está planteando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a los representantes del Colegio de Profesionales de la 
Marina Mercante su presencia y su valioso aporte, ya que nos han entregado una propuesta escrita y 
fundamentada, lo que nos ayuda en el trabajo del estudio del proyecto de ley. 


Creemos que, en cierta medida, se están representando a todas esas profesiones que 
todavía no están contempladas en la ley. Agrego que hemos pedido opinión también a la Universidad 
de la República, teniendo en cuenta que hay nuevas profesiones y que este es un proyecto de ley que 
tiene muchos años, razón por la cual habría que adecuarlo. 


Nuevamente, muchas gracias por su presencia. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 16 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


